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LOS MEDIOS DE PAGO, BANCA
ELECTRÓNICA Y SERVICIOS FINANCIE-
ROS A DISTANCIA

FORO PERMANENTE DE LEGISLACIÓN EUROPEA

LEGISLACIÓN ESPAÑOLA Y PAISES UE

El comercio electrónico: medios
de pago y contratación de
Servicios Financieros a distancia

Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico

Artículos especialmente reseñados:
Los referentes a la contratación vía electrónica y aque-

llos referentes a la solución extrajudicial de conflictos.
Artículo 23. Validez y eficacia de los contratos ce-

lebrados por vía electrónica.
1. Los contratos celebrados por vía electrónica pro-

ducirán todos los efectos previstos por el ordena-
miento jurídico, cuando concurran el consentimien-
to y los demás requisitos necesarios para su validez.

Los contratos electrónicos se regirán por lo dis-
puesto en este Título, por los Códigos Civil y de Co-
mercio y por las restantes normas civiles o mercan-
tiles sobre contratos, en especial, las normas de pro-
tección de los consumidores y usuarios y de ordena-
ción de la actividad comercial.

2. Para que sea válida la celebración de contratos por
vía electrónica no será necesario el previo acuerdo de
las partes sobre la utilización de medios electrónicos.

3. Siempre que la Ley exija que el contrato o cualquier
información relacionada con el mismo conste por escri-
to, este requisito se entenderá satisfecho si el contrato o
la información se contiene en un soporte electrónico.

4. No será de aplicación lo dispuesto en el pre-
sente Título a los contratos relativos al Derecho de fa-
milia y sucesiones.

Los contratos, negocios o actos jurídicos en los que
la Ley determine para su validez o para la produc-
ción de determinados efectos la forma documental
pública, o que requieran por Ley la intervención de
órganos jurisdiccionales, notarios, registradores de
la propiedad y mercantiles o autoridades públicas,
se regirán por su legislación específica.

Artículo 24. Prueba de los contratos celebrados por
vía electrónica.

1. La prueba de la celebración de un contrato por
vía electrónica y la de las obligaciones que tienen su
origen en él se sujetará a las reglas generales del or-
denamiento jurídico y, en su caso, a lo establecido
en la legislación sobre firma electrónica.

2. En todo caso, el soporte electrónico en que cons-
te un contrato celebrado por vía electrónica será ad-
misible en juicio como prueba documental.

Artículo 25. Intervención de terceros de confianza.
1 . Las partes podrán pactar que un tercero archi-

ve las declaraciones de voluntad que integran los

contratos electrónicos y que consigne la fecha y la
hora en que dichas comunicaciones han tenido lu-
gar. La intervención de dichos terceros no podrá al-
terar ni sustituir las funciones que corresponde reali-
zar a las personas facultadas con arreglo a Derecho
para dar fe pública.

2. El tercero deberá archivar en soporte informá-
tico las declaraciones que hubieran tenido lugar por
vía telemática entre las partes por el tiempo estipu-
lado que, en ningún caso, será inferior a cinco años.

Artículo 26. Ley aplicable.
Para la determinación de la ley aplicable a los con-

tratos electrónicos se estará a lo dispuesto en las nor-
mas de Derecho internacional privado del ordena-
miento jurídico español, debiendo tomarse en con-
sideración para su aplicación lo establecido en los
artículos 2 y 3 de esta Ley.

Artículo 27. Obligaciones previas al inicio del pro-
cedimiento de contratación.

1. Además del cumplimiento de los requisitos en
materia de información que se establecen en la nor-
mativa vigente, el prestador de servicios de la socie-
dad de la información que realice actividades de con-
tratación electrónica tendrá la obligación de infor-
mar al destinatario de manera clara, comprensible
e inequívoca, y antes de iniciar el procedimiento de
contratación, sobre los siguientes extremos

a) Los distintos trámites que deben seguirse para
celebrar el contrato.

b) Si el prestador va a archivar el documento elec-
trónico en que se formalice el contrato y si éste va a
ser accesible.

c) Los medios técnicos que pone a su disposición
para identificar y corregir errores en la introducción
de los datos, y

d) La lengua o lenguas en que podrá formalizar-
se el contrato.

2. El prestador no tendrá la obligación de facilitar
la información señalada en el apartado anterior
cuando:

a) Ambos contratantes así lo acuerden y ninguno
de ellos tenga la consideración de consumidor, o

b) El contrato se haya celebrado exclusivamente
mediante intercambio de correo electrónico u otro ti-
po de comunicación electrónica equivalente, cuan-
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do estos medios no sean empleados con el exclusivo
propósito de eludir el cumplimiento de tal obligación.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación es-
pecífica, las ofertas o propuestas de contratación rea-
lizadas por vía electrónica serán válidas durante el pe-
ríodo que fije el oferente o, en su defecto, durante to-
do el tiempo que permanezcan accesibles a los desti-
natarios del servicio.

4. Con carácter previo al inicio del procedimiento de
contratación, el prestador de servicios deberá poner a
disposición del destinatario las condiciones generales
a que, en su caso, deba sujetarse el contrato, de ma-
nera que éstas puedan ser almacenadas y reproduci-
das por el destinatario.

Artículo 28. Información posterior a la celebración
del contrato.

1. El oferente está obligado a confirmarla recepción
de la aceptación al que la hizo por alguno de los si-
guientes medios

a) El envío de un acuse de recibo por correo elec-
trónico u otro medio de comunicación electrónica equi-
valente a la dirección que el aceptante haya señalado,
en el plazo de las veinticuatro horas siguientes a la re-
cepción de la aceptación, o

b) La confirmación, por un medio equivalente al uti-
lizado en el procedimiento de contratación, de la acep-
tación recibida, tan pronto como el aceptante haya
completado dicho procedimiento, siempre que la con-
firmación pueda ser archivada por su destinatario.

En los casos en que la obligación de confirmación
corresponda a un destinatario de servicios, el presta-
dor facilitará el cumplimiento de dicha obligación, po-
niendo a disposición del destinatario alguno de los me-
dios indicados en este apartado. Esta obligación será
exigible tanto si la confirmación debiera dirigirse al
propio prestador o a otro destinatario.

2. Se entenderá que se ha recibido la aceptación y
su confirmación cuando las partes a que se dirijan pue-
dan tener constancia de ello.

En el caso de que la recepción de la aceptación se
confirme mediante acuse de recibo, se presumirá que
su destinatario puede tener la referida constancia des-
de que aquél haya sido almacenado en el servidor en
que esté dada de alta su cuenta de correo electrónico,
o en el dispositivo utilizado para la recepción de co-
municaciones.

3. No será necesario confirmar la recepción de la
aceptación de una oferta cuando

a) Ambos contratantes así lo acuerden y ninguno de
ellos tenga la consideración de consumidor, o

b) El contrato se haya celebrado exclusivamente me-
diante intercambio de correo electrónico u otro tipo de
comunicación electrónica equivalente, cuando estos
medios no sean empleados con el exclusivo propósito
de eludir el cumplimiento de tal obligación.

Artículo 29. Lugar de celebración del contrato.
Los contratos celebrados por vía electrónica en los

que intervenga como parte un consumidor se pre-
sumirán celebrados en el lugar en que éste tenga su
residencia habitual. Los contratos electrónicos entre
empresarios o profesionales, en defecto de pacto
entre las partes, se presumirán celebrados en el lu-

gar en que esté establecido el prestador de servi-
cios. 

Artículo 30. Acción de cesación.
1. Contra las conductas contrarias a la presente Ley

que lesionen intereses colectivos o difusos de los con-
sumidores podrá interponerse acción de cesación.

2. La acción de cesación se dirige a obtener una sen-
tencia que condene al demandado a cesar en la con-
ducta contraria a la presente Ley y a prohibir su reite-
ración futura. Asimismo, la acción podrá ejercerse pa-
ra prohibir la realización de una conducta cuando és-
ta haya finalizado al tiempo de ejercitar la acción, si
existen indicios suficientes que hagan temer su reitera-
ción de modo inminente.

3. La acción de cesación se ejercerá conforme a las
prescripciones de la Ley de Enjuiciamiento Civil para
esta clase de acciones.

Artículo 31. Legitimación activa.
Están legitimados para interponer la acción de ce-

sación
a) Las personas físicas o jurídicas titulares de un

derecho o interés legítimo.
b) Los grupos de consumidores o usuarios afecta-

dos, en los casos y condiciones previstos en la Ley
de Enjuiciamiento Civil.

c) Las asociaciones de consumidores y usuarios
que reúnan los requisitos establecidos en la Ley
26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa
de los Consumidores y Usuarios, o, en su caso, en
la legislación autonómica en materia de defensa de
los consumidores.

d) El Ministerio Fiscal.
e) El Instituto Nacional del Consumo y los órga-

nos correspondientes de las Comunidades Autóno-
mas y de las Corporaciones Locales competentes en
materia de defensa de los consumidores.

f) Las entidades de otros Estados miembros de la
Unión Europea constituidas para la protección de
los intereses colectivos o difusos de los consumi-
dores que estén habilitadas ante la Comisión Eu-
ropea mediante su inclusión en la lista publicada
a tal fin en el «Diario Oficial de las Comunidades
Europeas».

Los Jueces y Tribunales aceptarán dicha lista co-
mo prueba de la capacidad de la entidad habilita-
da para ser parte, sin perjuicio de examinar si la fi-
nalidad de la misma y los intereses afectados legi-
timan el ejercicio de la acción.

Artículo 32. Solución extrajudicial de conflictos.
1. El prestador y el destinatario de servicios de la

sociedad de la información podrán someter sus con-
flictos a los arbitrajes previstos en la legislación de
arbitraje y de defensa de los consumidores y usua-
rios, y a los procedimientos de resolución extraju-
dicial de conflictos que se instauren por medio de
códigos de conducta u otros instrumentos de auto-
rregulación.

2. En los procedimientos de resolución extrajudi-
cial de conflictos a que hace referencia el aparta-
do anterior, podrá hacerse uso de medios electró-
nicos, en los términos que establezca su normativa
específica.
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LOS MEDIOS DE PAGO, BANCA
ELECTRÓNICA Y SERVICIOS FINANCIE-
ROS A DISTANCIA

FORO PERMANENTE DE LEGISLACIÓN EUROPEA

LEGISLACIÓN ESPAÑOLA Y PAISES UE

Las transferencias entre
estados miembros

Ley 9/1999, de 12 de abril, por la que se regula el régimen jurídico de las transfe-
rencias entre Estados miembros de la Unión Europea

Exposición de motivos

La presente Ley tiene por objeto desarrollar el ré-
gimen jurídico de las transferencias entre Estados
miembros de la Unión Europea, transponiendo así,
de forma parcial, al ordenamiento jurídico español
la Directiva 97/5/CE, del Parlamento Europeo y del
Consejo, de 27 de enero de 1997, relativa a las
transferencias transfronterizas. Y se trata de una re-
forma parcial puesto que únicamente y mediante la
presente norma se transponen aquellos preceptos que
requieren rango de Ley. Las disposiciones de la Di-
rectiva 97/5/CE que requieran otro rango, tales co-
mo las dedicadas a transparencia de las condicio-
nes aplicables a las transferencias entre Estados
miembros de la Unión Europea, se incorporarán a
nuestro ordenamiento mediante la norma adecuada
y correspondiente.

Sin embargo y sin perjuicio de lo que acaba de
señalarse, se ha considerado necesario citar de mo-
do genérico determinadas obligaciones de informa-
ción que deberán cumplir las entidades de crédito
respecto de sus clientes, si bien remitiendo su con-
creción al posterior desarrollo de la Ley.

La principal novedad, que tiene como objetivo que
las transferencias se realicen de una manera rápida,
fiable y económica, viene constituida por el estable-
cimiento de una serie de obligaciones mínimas de
las entidades que realicen transferencias entre Esta-
dos miembros de la Unión Europea así como las con-
secuencias jurídicas del incumplimiento de tales obli-
gaciones, y ello al margen de la responsabilidad co-
mún de las entidades respecto del quebrantamiento
de normas de derecho privado cuyo conocimiento
corresponderá a la jurisdicción ordinaria. Además,
y respecto del objetivo citado, debe subrayarse que
ya desde el ámbito comunitario se ha considerado
que el volumen de pagos dentro de la Unión aumenta
constantemente, constituyendo las transferencias en-
tre Estados miembros de la Unión Europea una par-
te sustancial del volumen y valor de dichos pagos.
Ello es consecuencia de la realización del mercado
interior y del avance hacia una Unión Económica y
Monetaria.

Destaca, en primer lugar, el ámbito de aplicación
de la regulación que ahora se establece. Así, resul-

ta aplicable a cualquier transferencia entre Estados
miembros de la Unión Europea realizada dentro de
la Unión Europea de importe igual o inferior a
50.000 euros, quedando excluidas las transferencias
que no deban abonarse en cuenta. Igualmente, es
siempre necesaria la intervención de una entidad
operante en España, teniendo en cuenta que tales
transferencias, a los efectos de esta Ley, sólo pueden
ser realizadas por dos tipos de entidades: las de cré-
dito así como sus sucursales y los denominados es-
tablecimientos abiertos al público que realizan ges-
tión de transferencia recibida del exterior o enviadas
al exterior a través de entidades de crédito.

También quedan claramente delimitados los con-
ceptos de ordenante y beneficiario.

Respecto de las obligaciones mínimas de las enti-
dades, las transferencias que se realicen deben cum-
plir con unos requisitos mínimos de celeridad y fia-
bilidad. El nivel mínimo de calidad se alcanza en fun-
ción del cumplimiento de un parámetro fundamen-
tal, cual es realizar la transferencia ajustándose a las
instrucciones del cliente y que supone cumplir lo acor-
dado tanto en materia de plazos como de la canti-
dad total a transferir.

En lo que a la primera obligación se refiere, tanto
la entidad del ordenante como la del beneficiario de-
ben acreditar fondos y abonarlos, respectivamente,
en los plazos convenidos con sus clientes o, a falta
de dicho pacto entre las partes, en los plazos máxi-
mos establecidos por esta Ley.

Un retraso en la ejecución de las operaciones de
cargo y abono determinará el derecho del ordenante
o del beneficiario a recibir una indemnización, sal-
vo que el retraso se deba a tales sujetos.

Respecto a la segunda obligación, salvo orden en
contrario, la transferencia debe ser ejecutada libre
de cargos para el beneficiario, ya que en otro caso
deberá transferirse o abonarse a quien corresponda
el importe indebidamente deducido, asumiendo el
responsable los gastos de tal devolución.

Finalmente, el supuesto más grave de incumpli-
miento viene determinado por la falta de ejecución
de una transferencia, una vez aceptada la misma
por la entidad de que se trate.

En tales casos se impone una obligación de reem-
bolso que incluye el abono del importe de la trans-
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ferencia, más el pago de los gastos en los que a orde-
nante haya incurrido y una indemnización con el lími-
te de 12.500 euros, tratándose con ello de no afectar
a la solvencia de la entidad.

Tal obligación queda atenuada en el supuesto de
que la transferencia no se ultime por un error atribui-
ble al ordenante o a la entidad intermediaria elegida
por él. En estos casos se determina la obligación de re-
embolsar sólo el importe de la transferencia y siempre
que dicho importe haya sido recuperado.

Por otra parte, la Ley prevé que todas las obligacio-
nes señaladas pierdan tal condición en los supuestos
de fuerza mayor. Este concepto se caracteriza en el
derecho comunitario por dos elementos: uno objetivo,
en la circunstancia anormal, ajena a quien la invoca,
y otro subjetivo, que supone la adopción de todas las
diligencias posibles. Es un concepto, por tanto, que
coincide con el tradicional elaborado por nuestra ju-
risprudencia.

Artículo 1. Ámbito de aplicación.
1. Las disposiciones de la presente Ley se aplicarán

a las transferencias entre Estados miembros de la Unión
Europea realizadas dentro de la Unión Europea, efec-
tuadas en euros o en las divisas de los Estados miem-
bros de la Unión Europea hasta una cantidad total
equivalente a 50.000 euros, al tipo de cambio del día
en que sean ordenadas y siempre que haya interveni-
do en su ejecución una entidad situada en España.

2. A los efectos de esta Ley se entenderá por trans-
ferencia entre Estados miembros de la Unión Europea
realizada dentro de la Unión Europea la operación
efectuada por iniciativa de una persona física o jurídi-
ca a través de una entidad o una sucursal de entidad
a que se refiere el artículo siguiente, situada en Espa-
ña o en cualquier Estado miembro de la Unión Euro-
pea, destinada a acreditar una cantidad de dinero en
una cuenta de la que pueda disponer el beneficiario,
abierta en una entidad o sucursal de entidad situada
en otro Estado miembro de la Unión Europea, o en Es-
paña cuando la transferencia provenga del exterior.

Artículo 2. Entidades.
1. Las transferencias entre Estados miembros de la

Unión Europea deberán realizarse a través de cual-
quier entidad de crédito, tal y como se definen en el
artículo 1 del Real Decreto legislativo 1298/1986, de
28 de junio, de adaptación del Derecho vigente en ma-
teria de entidades de crédito al de las Comunidades
Europeas, así como a través de toda sucursal, situada
en cualquier Estado miembro de la Unión Europea, de
una entidad de crédito que tenga su domicilio social
fuera de la Unión, y a través de otras entidades distin-
tas de aquéllas que, en el marco de sus actividades re-
alicen dichas transferencias, entendiendo por tales, a
los efectos de esta Ley, los establecimientos abiertos al
público para el cambio de moneda extranjera.

2. Las sucursales de una misma entidad situadas en
Estados miembros distintos se considerarán como en-
tidades distintas.

3. En las transferencias entre Estados miembros de
la Unión Europea reguladas por la presente Ley podrá

intervenir una entidad intermediaria. Se entenderá por
tal toda entidad de crédito situada en España, distinta
de la entidad del ordenante y de la del beneficiario,
que participe en la realización de dicha transferencia
como corresponsal de alguna de las entidades men-
cionadas.

Artículo 3. Sujetos: ordenante y beneficiario.
1. Se entenderá por ordenante toda persona física

o jurídica que en su calidad de usuario de servicios fi-
nancieros de directamente a una entidad una instruc-
ción incondicional, cualquiera que sea su forma, de
ejecutar una transferencia entre Estados miembros de
la Unión Europea para que los fondos correspondien-
tes Se abonen en una cuenta del beneficiario.

En todo caso, debe tratarse de una persona física o
jurídica distinta de las entidades de crédito, de los es-
tablecimientos abiertos al público para el cambio de
moneda extranjera, de las empresas de seguros, de
las instituciones de inversión colectiva y de las empre-
sas de servicios de inversión.

2. Se entenderá por beneficiario toda persona físi-
ca o jurídica designada por el ordenante como desti-
natario final de tales fondos, debiendo éstos acredi-
tarse en una cuenta de la que aquél pueda disponer.

3. Ordenante y beneficiario podrán ser la misma
persona.

Artículo 4. Transparencia de las condiciones aplica-
bles a las transferencias entre Estados miembros de la
Unión Europea.

1. Las entidades a que se refiere el artículo 2 que, en
el marco de sus actividades, realicen las transferencias
entre Estados miembros de la Unión Europea regula-
das en la presente Ley, deberán poner a disposición
de su clientela información, fácilmente comprensible,
sobre las condiciones generales aplicables a las mis-
mas, así como comprometerse, a petición del cliente,
y respecto de las transferencias cuyas características lo
precisen, en lo que se refiere a su plazo y costes de eje-
cución.

2. Una vez ejecutada la transferencia ordenada o
abonada la recibida, las entidades informarán a sus
clientes de los antecedentes precisos para que puedan
comprobar en qué condiciones ha sido realizada la
operación.

3. Corresponderá al Ministro de Economía y Ha-
cienda, dentro del marco establecido en el artículo 48.2
de la Ley 26/1988, de 29 de julio, de Disciplina e In-
tervención de las Entidades de Crédito, desarrollar lo
dispuesto en los párrafos precedentes.

Artículo 5. Incumplimiento del plazo para ejecutar
la transferencia.

1. La entidad del ordenante deberá efectuar la trans-
ferencia entre los Estados miembros de la Unión Euro-
pea de que se trate dentro del plazo convenido con el
ordenante.

Cuando no se haya respetado el plazo convenido o,
a falta de pacto entre las partes sobre dicho plazo,
cuando al término del quinto día laborable bancario
siguiente a la fecha de aceptación de la orden de trans-
ferencia no se hayan acreditado los fondos en la cuen-
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ta de la entidad del beneficiario, la entidad del or-
denante deberá indemnizar a este último, en los tér-
minos establecidos en el apartado 2 del presente ar-
tículo. Ello se entenderá independientemente de otras
indemnizaciones por daños y perjuicios que con
arreglo a Derecho puedan corresponder al cliente
de las entidades y sin perjuicio de otros derechos que
puedan corresponder a la propia entidad.

A estos efectos se entenderá por fecha de acepta-
ción, la fecha de cumplimiento de todas las condi-
ciones convenidas para la ejecución de una orden
de transferencia entre Estados miembros de la Unión
Europea y relativas, en especial, a la existencia de
cobertura financiera suficiente y a la información ne-
cesaria para la ejecución de dicha orden. Salvo cuan-
do la entidad acredite haber exigido al cliente con-
diciones o informaciones adicionales, se presumirá
que la aceptación de la transferencia se ha produci-
do, a más tardar, al día siguiente hábil de la orden.

2. La indemnización consistirá en el abono del in-
terés legal del dinero multiplicado por 1,25 y calcu-
lado sobre el importe de la transferencia entre Esta-
dos miembros de la Unión Europea mediante la apli-
cación del tipo de interés señalado por el período
transcurrido entre:

El término del plazo convenido o, a falta de dicho
plazo, el término del quinto día laborable bancario
siguiente a la fecha de aceptación de la orden de
transferencia entre Estados miembros de la Unión Eu-
ropea, por una parte, y

La fecha en que se acrediten los fondos en la cuen-
ta de la entidad del beneficiario, por otra.

3. De la misma forma cuando la falta de ejecución
de una transferencia entre Estados miembros de la
Unión Europea en el plazo convenido o, a falta de
pacto entre las partes sobre dicho plazo, antes de
que finalice el quinto día laborable bancario siguiente
a la fecha de aceptación de la orden de transferen-
cia entre Estados miembros de la Unión Europea sea
imputable a una entidad intermediaria situada en Es-
paña, ésta deberá indemnizar a la entidad del or-
denante en los términos señalados en el apartado
anterior.

Artículo 6. Incumplimiento del plazo de puesta a
disposición de fondos.

1. La entidad del beneficiario deberá poner los fon-
dos resultantes de dicha transferencia a disposición
del beneficiario dentro del plazo convenido con és-
te.

Cuando no se haya respetado el plazo convenido
o, en su defecto, cuando al término del día labora-
ble bancario siguiente al día en que se hayan acre-
ditado los fondos en la cuenta de la entidad del be-
neficiario no se hayan abonado los fondos en la

cuenta del beneficiario, la entidad del beneficiario
indemnizará a éste en los términos establecido en el
apartado 2 del presente artículo. Ello se entenderá
con independencia de otras indemnizaciones por da-
ños y perjuicios que con arreglo a Derecho puedan
corresponder al cliente de la entidad y sin perjuicio
de otros derechos que puedan corresponder a la pro-
pia entidad.

2. La indemnización consistirá en el abono del in-
terés legal del dinero multiplicado por 1,25 y calcu-
lado sobre el importe de la transferencia mediante
la aplicación del tipo de interés señalado por el pe-
ríodo transcurrido entre:

El término del plazo convenido o, a falta de dicho
plazo, el término del día laborable bancario siguiente
a aquél en que los fondos se hayan acreditado en la
cuenta de la entidad del beneficiario, por una par-
te, y la fecha en que se hayan abonado los fondos
en la cuenta del beneficiario, por otra.

Artículo 7. Obligación de efectuar la transferencia
con arreglo a las instrucciones del ordenante.

1. La entidad del ordenante estará obligada, una
vez aceptada la orden de transferencia entre Esta-
dos miembros de la Unión Europea, a ejecutarla por
su importe total, a menos que el ordenante haya es-
pecificado que los gastos relativos a la transferencia
deban correr total o parcialmente a cargo del bene-
ficiario; en este último caso, la entidad del ordenan-
te deberá comunicar tales especificaciones a la enti-
dad del beneficiario y a las entidades intermediarias,
cuando existan.

La entidad del beneficiario, y las entidades inter-
mediarias situadas en España estarán igualmente
obligadas a ejecutar dicha transferencia por el im-
porte que hayan recibido de la entidad del ordenante
o de la entidad intermediaria que haya intervenido
anteriormente, a menos que éstas hayan comunica-
do que el beneficiario debe correr, total o parcial-
mente, con los gastos relativos a la transferencia.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no prejuzga la
posibilidad de que la entidad de crédito del benefi-
ciario facture a éste los gastos relativos a la gestión
de su cuenta, de conformidad con las normas y prác-
ticas aplicables. Sin embargo, la entidad no podrá
utilizar dicha facturación para incumplir las obliga-
ciones que establece dicho párrafo.

2. Cuando la entidad del ordenante o una entidad
intermediaria situada en España haya procedido a
una deducción sobre el importe de la transferencia
que sea contrario a lo establecido en el apartado 1
de este artículo, la entidad del ordenante estará obli-
gada, a petición de este último, a transferir al bene-
ficiario el importe deducido indebidamente, sin de-
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ducción alguna y a su costa, a menos que el ordenante
solicite que se le abone dicho importe.

3. Igualmente, toda entidad intermediaria situada en
España que proceda a una deducción contraria a lo
establecido en el apartado 1 de este artículo, estará
obligada a transferir el importe deducido, sin deduc-
ción alguna y a su costa, a la entidad del ordenante o
si la entidad del ordenante así lo solicita, al beneficia-
rio de la transferencia entre Estados miembros de la
Unión Europea.

4. Si fuera la entidad del beneficiario la que hubie-
ra infrigido la obligación de ejecutar la orden de trans-
ferencia entre Estados miembros de la Unión Europea
con arreglo a las instrucciones recibidas de acuerdo
con lo previsto en el apartado 1 de este artículo y, sin
perjuicio de cualquier otro recurso que pudiera pre-
sentarse, dicha entidad estará obligada a abonar al
beneficiario, a su costa, el importe indebidamente de-
ducido.

5. Lo dispuesto en el presente artículo se entenderá
con independencia de otras indemnizaciones por da-
ños y perjuicios que con arreglo a Derecho pueden co-
rresponder al cliente de la entidad y sin perjuicio de
otros derechos que puedan corresponder a la propia
entidad.

Artículo 8. Obligación de reembolso impuesta a las
entidades en caso de incumplimiento en las transfe-
rencias entre Estados miembros de la Unión Europea.

1. Si, tras una orden de transferencia entre Estados
miembros de la Unión Europea aceptada por la enti-
dad del ordenante, los fondos correspondientes no hu-
bieran sido acreditados en la cuenta de la entidad del
beneficiario, la entidad del ordenante, a solicitud de
éste, estará obligada a abonarle en el plazo que se in-
dica en el párrafo siguiente, hasta un total de 12.500
euros, el importe de la transferencia, más:

El tipo del interés legal del dinero multiplicado por
1,25 y calculado sobre el importe de la transferencia
para el período transcurrido entre la fecha de la orden
de transferencia entre Estados miembros de la Unión
Europea y la fecha del crédito, y

El importe de los gastos relativos a la transferencia
entre Estados miembros de la Unión Europea pagados
por el ordenante.

Estos importes se pondrá a disposición del ordenante
en el plazo de catorce días laborables bancarios des-
pués de la fecha en que el ordenante haya presenta-
do su solicitud a no ser que entre tanto se hayan abo-
nado en la cuenta de la entidad del beneficiario los
fondos correspondientes a la orden de transferencia
entre Estados miembros de la Unión Europea.

Dicha solicitud no podrá presentarse antes del tér-
mino del plazo de ejecución de la transferencia entre
Estados miembros de la Unión Europea convenido en-
tre la entidad del ordenante y este último o, a falta de
dicho plazo, antes del término del plazo previsto en el
segundo párrafo del apartado 1 del artículo 5 de la
presente Ley.

2. Cuando concurran las circunstancias a que se re-
fieren los apartados 1 y 3 del presente artículo y sea
cual sea el Estado miembro de la Unión Europea de

destino de la transferencia, todas las entidades inter-
mediarias situadas en España que hubieren aceptado
realizar la orden de transferencia entre Estados miem-
bros de la Unión Europea y recibido su importe ten-
drán la obligación de reembolsar, a su costa, mediando
solicitud de la entidad que les hubiere impartido la ins-
trucción de realizarla, y hasta la cifra señalada en di-
chos apartados, el importe de dicha transferencia y los
gastos e intereses allí señalados, a la entidad que les
hubiere impartido la instrucción de realizarla, siempre
que no hubiera transferido los fondos a la entidad del
beneficiario o a otra entidad señalada por aquélla. En
este caso deberá reclamar los importes citados a la en-
tidad a quien hubiera remitido los fondos.

No obstante, si la transferencia entre Estados
miembros de la Unión Europea no llegara a ulti-
marse a causa de algún error u omisión en las ins-
trucciones dadas por la entidad que hubiere im-
partido a la entidad intermediaria la orden de rea-
lizarla, dicha entidad intermediaria procurará, en
la medida de lo posible, efectuar el reembolso del
importe de la transferencia.

3. Si una transferencia entre Estados miembros de
la Unión Europea que deba abonarse en España no
llegara a ultimarse a causa de su falta de ejecución por
parte de una entidad intermediaria elegida por la en-
tidad del beneficiario, esta última entidad estará obli-
gada, a solicitud del beneficiario, a poner fondos a su
disposición hasta un total de 12.500 euros, en el pla-
zo de catorce días laborables bancarios después de
presentada la solicitud, que no podrá formularse an-
tes del transcurso del plazo en que la transferencia de-
biera estar ultimada.

4. Como excepción al apartado 1 del presente artí-
culo, si una transferencia no llegara a ultimarse a cau-
sa de algún error u omisión en las instrucciones dadas
por el ordenante a su entidad o porque una entidad
intermediaria expresamente elegida por el ordenante
no haya ejecutado la orden de transferencia entre Es-
tados miembros de la Unión Europea, la entidad del
ordenante y las demás entidades que hayan interveni-
do en la operación procurarán, en la medida de lo po-
sible, efectuar el reembolso del importe de la transfe-
rencia.

Si el importe ha sido recuperado por la entidad del
ordenante, dicha entidad estará obligada a acreditar-
lo al ordenante. En este caso, las entidades, incluida la
entidad del ordenante, no estarán obligadas a reem-
bolsar los gastos e intereses vencidos a que se refiere
el apartado 1 del presente artículo y podrán deducir
los gastos ocasionados por la recuperación en la me-
dida en que estén especificados.

5. Lo dispuesto en el presente artículo se entenderá
con independencia de cualquier otro derecho, inclui-
do el de obtener otras indemnizaciones por daños y
perjuicios, que pueda corresponder al ordenante o al
beneficiario de la transferencia y sin perjuicio de otros
derechos que puedan corresponder a las entidades in-
tervinientes en la operación. En especial, los clientes
conservarán los derechos para obtener el reintegro de
aquella parte de la transferencia, de los gastos y de los
intereses derivados de los supuestos contemplados en
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los apartados 1 y 3 del presente artículo, no cubier-
tos con el importe total de 12.500 euros.

Artículo 9. Otras disposiciones.
1. Las entidades que intervengan en la ejecución

de una orden de transferencia entre Estados miem-
bros de la Unión Europea quedarán exentas de las
obligaciones previstas por las disposiciones de la pre-
sente Ley siempre que puedan alegar motivos de fuer-
za mayor, es decir, circunstancias ajenas a quien la
invoca, anormales e imprevisibles, cuyas conse-
cuencias no habrían podido evitarse pese a toda la
diligencia empleada.

2. No se deberá ninguna indemnización en apli-
cación de los artículos 5 y 6 de esta Ley cuando la
entidad del ordenante o la entidad del beneficiario
puedan demostrar que el retraso es imputable al or-
denante o al beneficiario, respectivamente.

DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA. Habilitación al Mi-
nistro de Economía y Hacienda.

Se faculta al Ministro de Economía y Hacienda pa-
ra dictar las normas que sean precisas para el des-
arrollo de la presente Ley, en especial la definición
del término día laborable bancario, así como para
modificar las cuantías máximas recogidas en los ar-
tículos 1 y 8 de la misma.

DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA. Normas bá-
sicas.

Las disposiciones contenidas en la presente Ley
se declaran básicas de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 149.1.11 y 13 de la Cons-
titución.

DISPOSICIÓN FINAL TERCERA. Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor a los veinte dí-

as de su completa publicación en el Boletín Oficial
del Estado.

La firma electrónica

La Ley 59/2003 tiene como objetivo principal el
reforzamiento del marco jurídico existente, a través
de la incorporación a su texto algunas novedades
con respecto del Real Decreto Ley 14/1999, las men-
cionadas novedades pretenden dinamizar el merca-
do de la prestación de servicios de certificación y en-
Denominación como firma electrónica reconocida de
la firma electrónica que se equipara funcionalmente
a la firma manuscrita, con lo que se aclara que no
basta con la firma electrónica avanzada para la equi-
paración con la firma manuscrita; es preciso que la
firma electrónica esté basada en un certificado re-
conocido y haya sido creada por un dispositivo se-
guro de certificación

Se elimina el registro de prestadores de servicios
de certificación y se da paso al establecimiento de
un mero servicio de difusión de información sobre:

* Prestadores que operan en el mercado 
* Certificaciones de calidad
* Características de los productos y servicios de la

actividad
- Se modifica el concepto de certificación de pres-

tadores de servicios de certificación con el objeto de
otorgarle un mayor grado de libertad y dar más re-
levancia a la participación del sector privado, y por
tanto se promueve la autorregulación del mercado

La Ley clarifica la obligación de constitución de una
garantía económica por parte de los prestadores de
servicios que emitan certificados reconocidos

Se regula el documento nacional de identidad elec-
trónico y queda fijado su marco normativo básico
con sus 2 características principales:

* Acreditación de la identidad del titular en pro-
cedimientos administrativos

* Permite la firma electrónica de documentos
La ley exige una especial legitimación para que

las personas físicas soliciten la expedición de cer-
tificados y obliga a los solicitantes responsabili-
zarse de la custodia de los datos de creación de
firma electrónica asociados a dichos certificados,
todo ello sin prejuicios de que puedan ser utili-
zados por otras personas físicas vinculadas a la
entidad

De igual forma y siguiendo la pauta marcada por
la ley 30/2002, de julio, de servicios de la sociedad
de la información y de comercio electrónico, se in-
cluye dentro de la modalidad de prueba documen-
tal el soporte en el que figuran los datos firmados
electrónicamente, por tanto se concede mayor segu-
ridad jurídica al empleo de la firma electrónica al so-
meterla a las reglas de eficacia en juicio de la prue-
ba documental.

Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma electrónica
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NORMA SEXTA.-Entrega de documentos contrac-
tuales y de tarifas de comisiones y normas de valora-
ción (19)

1. La entrega del documento contractual, relativo a
la operación efectuada, a que se refiere el número
séptimo de la Orden, será obligatoria para las enti-
dades en los casos siguientes:

a) En la apertura de cuentas corrientes a la vista o
cuentas de ahorro. También deberá entregarse el co-
rrespondiente documento contractual en la emisión y,
cuando se modifiquen las condiciones d e emisión, en
la renovación de medios electrónicos de pago vincu-
lados a dichas cuentas, tales como las tarjetas de dé-
bito u otras (18 bis).

6. c) En particular, los contratos asociados a la emi-
sión d e tarjetas de crédito, o de otros medios elec-
trónicos de pago (tarjetas de débito, monedero, etc.),
o en los contratos sobre uso de sistemas telefónicos o
electrónicos, de acceso a los servicios bancarios a que
se refiere el párrafo segundo del apartado 1 de esta
norma, reflejarán las comisiones que se deriven de su
emisión o establecimiento, las ligadas a su renova-
ción, recarga o mantenimiento, y todas aquellas vin-
culadas al uso, cualquiera que este sea, del medio
electrónico (25 bis).

7. En los contratos de duración indefinida, la co-
municación de las modificaciones del tipo de interés,
comisiones o gastos repercutibles, podrá también ser
realizada mediante la publicación de las nuevas con-
diciones, en la forma prevista en la NORMA QUIN-
TA, durante los dos meses siguientes a la referida mo-
dificación, no pudiendo aplicarlas hasta transcurrido
ese plazo. Las tarifas publicadas serán, no obstante,
de inmediata aplicación en las operaciones derivadas
de peticiones concretas e individualizadas de los clien-
tes. En todo caso, las modificaciones del tipo de inte-
rés, comisiones o gastos repercutibles aplicables en
los contratos de emisión de tarjetas de crédito, o de
medios electrónicos de pago, o en los contratos sobre
uso de sistemas telefónicos o electrónicos de acceso a
los servicios bancarios a que se refiere el segundo pá-

rrafo del apartado 1 de esta norma, deberán comu-
nicarse previa e individualmente a la clientela con an-
telación razonable. El plazo mínimo en el que deba
realizarse dicha comunicación previa figurará en el
folleto de tarifas a que se refiere la norma tercera de
esta Circular (31 bis).

ANEXO VI Comunicaciones a clientes de las
liquidaciones de intereses y comisiones

Los documentos que las entidades de crédito vienen
obligadas a facilitar a sus clientes en las liquidaciones
que practiquen por sus operaciones activas, pasivas
y de servicios, de conformidad con lo dispuesto en el
número octavo de la Orden, se ajustarán a las si-
guientes normas:

IV. TRANSACCIONES EFECTUADAS MEDIAN-
TE TARJETAS DE CRÉDITO Y DÉBITO (63)

La comunicación de dichas transacciones, con
la periodicidad convenida contractualmente, in-
dicará al menos, de forma fácilmente comprensi-
ble, los siguientes extremos: 

- Datos de referencia suficientes para identificar
la transacción y, en su caso, a la persona o enti-
dad que haya aceptado el pago y, en el caso de
operaciones realizadas fuera de España, el lugar
de aceptación de dicho pago.

- La fecha de la transacción y el importe car-
gado en la cuenta en la moneda de esta y, en su
caso, en el de la moneda extranjera de que se
trate.

- En su caso, los tipos de cambio aplicados se-
gún las condiciones contractuales.

- Las comisiones aplicadas y los gastos reper-
cutidos.

- La fecha valor aplicada a las transacciones y
cargas.

En el caso de las tarjetas de débito, esta infor-
mación podrá figurar, con detalle equivalente, en
los extractos de la cuenta a que esté vinculada.

Información a los usuarios de tarjetas
Circular nº 8/1990, de 7 de septiembre. Entidades de crédito Transparencia de las operaciones y protección de la clientela
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El uso indebido de tarjetas
en comercios

Ley de ordenación del Comercio Minorista. Ley 5-1-1996, núm. 7/1996 

Artículo 46. Pago mediante tarjeta de crédito.
1. Cuando el importe de una compra hubiese si-

do cargado utilizando el número de una tarjeta de
crédito, sin que ésta hubiese sido presentada di-
rectamente o identificada electrónicamente, su titu-
lar podrá exigir la inmediata anulación del cargo.

En tal caso, las correspondientes anotaciones de
adeudo y reabono en las cuentas del proveedor y
del titular se efectuarán a la mayor brevedad.

2. Sin embargo, si la compra hubiese si -
do efectivamente realizada por el titular de
la tarjeta y, por lo tanto, hubiese exigido in-
debidamente la anulación del correspon-
diente cargo, aquél quedará obligado fren-
te al vendedor al resarcimiento de los daños
y perjuicios ocasionados como consecuen-
cia de dicha anulación.

Un riguroso estudio
jurídico donde ADICAE
analiza en profundidad la
problemática del
sobreendeudamiento en
nuestro país

ADICAE presenta un completo
fichero donde encontrará toda
la actualidad e información
práctica sobre préstamos,
ahorro-inversión, servicios
financieros y seguros

Publicaciones de ADICAE
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En el capítulo IV se regulan los efectos jurídicos de

la contratación electrónica y se transponen al orde-
namiento jurídico español las Directivas relaciona-
das con el dinero electrónico. Todo ello, con el fin de
impulsar la competencia, eficacia y seguridad jurí-
dica en el ámbito financiero mediante el impulso del
empleo de técnicas electrónicas. Para ello y con el
objetivo de aclarar normativamente la equiparación
entre la contratación a distancia y la contratación con
presencia física, se habilita al Ministro de Economía
para regular las especialidades respecto de las nor-
mas generales que rigen la contratación electrónica.

CAPÍTULO IV

Impulso al empleo de técnicas electrónicas

Artículo 20. Efectos jurídicos de la contratación
electrónica.

Primero. Se introduce el siguiente apartado 2 al
artículo 79 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del
Mercado de Valores,

pasando a ser el hasta ahora artículo 79 el apar-
tado 1 del mismo:

"2. Con arreglo a lo que establezcan las normas
que, con carácter general, regulan la contratación
por vía electrónica, se habilita al Ministro de Econo-
mía para regular las especialidades de la contrata-
ción de servicios de inversión de forma electrónica,
garantizando la protección de los legítimos intereses
de la clientela y sin perjuicio de la libertad de con-
tratación que, en sus aspectos sustantivos y con las
limitaciones que pudieran emanar de otras disposi-
ciones legales, deba presidir las relaciones entre las
empresas de servicios de inversión y su clientela."

Segundo. Se añade un nuevo párrafo g) en el
apartado 2 del artículo 48 de la Ley 26/1988, de
29 de julio, sobre Disciplina e Intervención de las En-
tidades de Crédito, con la siguiente redacción:

"g) Regular las especialidades de la contratación de
servicios bancarios de forma electrónica con arreglo
a lo que establezcan las normas que, con carácter ge-
neral, regulan la contratación por vía electrónica.".

Artículo 21. Dinero electrónico.
Primero. Tendrán la consideración de Entidades

de Dinero Electrónico aquellas entidades de crédito

distintas de las definidas en el párrafo a), apartado
1 del artículo 1 del Real Decreto legislativo
1298/1986, de 28 de junio, sobre adaptación del
Derecho vigente en materia de entidades de crédito
al de las Comunidades Europeas, cuya actividad
principal, en los términos que reglamentariamente se
determinen, consista en emitir medios de pago en
forma de dinero electrónico.

Segundo. Se entenderá por dinero electrónico el
valor monetario representado por un crédito exigi-
ble a su emisor:

a) Almacenado en un soporte electrónico,
b) Emitido al recibir fondos de un importe cuyo va-

lor no será inferior al valor monetario emitido,
c) Aceptado como medio de pago por empresas

distintas del emisor.
Ninguna entidad de crédito que pretenda realizar

la actividad de emitir medios de pago en forma de
dinero electrónico podrá recibir fondos por importe
superior al valor monetario emitido.

Tercero. La recepción de fondos, de conformidad
con lo establecido en la párrafo b) del apartado an-
terior no constituirá recepción de fondos reembolsa-
bles del público si los fondos recibidos se cambian
inmediatamente por dinero electrónico.

La recepción de fondos, de conformidad con lo es-
tablecido en el párrafo b) del apartado anterior, ten-
drá el mismo tratamiento que los depósitos a los efec-
tos de la cobertura de los mismos por los fondos de
garantía de depósitos de bancos, Cajas de Ahorros
y cooperativas de crédito, si el soporte al que se in-
corporan es nominativo o están ligados a una cuen-
ta representativa de un depósito constituido por su ti-
tular.

Cuarto. Ninguna persona física o jurídica, nacio-
nal o extranjera, podrá, sin haber obtenido la auto-
rización para actuar como entidad de crédito y ha-
llarse inscrita en los correspondientes registros, ejer-
cer en el territorio español la actividad comercial de
emitir dinero electrónico.

La denominación de "Entidades de Dinero Elec-
trónico", así como su abreviatura "E.D.E." quedará
reservada a estas entidades, las cuales estarán obli-
gadas a incluirlas en su denominación social, en la
forma que reglamentariamente se determine.

Quinto. Corresponderá al Ministro de Economía,
previo informe del Banco de España, autorizar la cre-
ación de Entidades de Dinero Electrónico. 11

LOS MEDIOS DE PAGO, BANCA
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Regulación del dinero electrónico
Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas de Reforma del Sistema Financiero
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Corresponderá al Banco de España el control
e inspección de todas las Entidades de Dinero
Electrónico, y su inscripción en el registro que se
creará al efecto.

Sexto. A las Entidades de Dinero Electrónico les
será de aplicación, con las adaptaciones que re-
glamentariamente se determinen, además de la
presente Ley, el Real Decreto legislativo
1298/1986, de 28 de junio, sobre adaptación
del Derecho vigente en materia de entidades de
crédito al de las Comunidades Europeas; los Tí-
tulos II a VI de la Ley 26/1988, de 29 de julio,
sobre Disciplina e Intervención de las Entidades
de Crédito; la Ley 13/1992, de 1 de junio, de
Recursos Propios y Supervisión en Base Consoli-
dada de las Entidades Financieras y la Ley
19/1993, de 28 de diciembre, sobre Medidas de
Prevención del Blanqueo de Capitales, así como
las disposiciones de carácter general que des-
arrollen las citadas normas con rango de Ley.

A las Entidades de Dinero Electrónico les será
de aplicación, con las adaptaciones que regla-
mentariamente se determinen, el régimen san-
cionador previsto en la Ley 26/1988, de 29 de
julio, de Disciplina e Intervención de las Entida-
des de Crédito.

Séptimo. Cuando el dinero electrónico emiti-
do por la entidad sea aceptado como medio de
pago únicamente por cualquier filial de la enti-
dad que realice funciones operativas u otras fun-
ciones auxiliares relativas al dinero electrónico
emitido o distribuido por la entidad, por la em-
presa matriz de la entidad o por cualquier filial
de dicha empresa matriz, aquélla podrá quedar
eximida de la aplicación de las disposiciones de
la presente Ley y sus normas de desarrollo se-
gún el procedimiento que establezca el Gobier-
no, que podrá establecer obligaciones específi-
cas de remisión periódica de información como
condición para la obtención y mantenimiento de
dicha excepción.

Las Entidades de Dinero Electrónico autori-
zadas en otros Estados miembros de la Unión
Europea a las que se hubiera concedido en
aquéllos una exención de las previstas en el
artículo 8 de la Directiva 2000/46/CE del
Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de
septiembre de 2000, sobre el acceso ala acti-
vidad de las entidades de dinero electrónico y
su ejercicio así como la supervisión cautelar
de dichas entidades, no gozarán en España
del derecho de establecimiento ni de libre
prestación de servicios previsto para las enti-
dades de crédito comunitarias autorizadas en
dichos Estados.

Octavo. El portador de dinero electrónico po-
drá, durante el periodo de validez, solicitar al
emisor que se lo reembolse al valor nominal por
monedas y billetes de banco o por transferencia
a una cuenta, sin otros gastos que aquellos que
resulten estrictamente necesarios para realizar la
operación.

El contrato entre el emisor y el portador estipu-
lará claramente las condiciones de reembolso,
pudiendo prever un límite mínimo para el mismo,
que no podrá superar los diez euros.

Noveno. Se faculta al Gobierno para desarro-
llar el régimen jurídico aplicable ala creación y
condiciones de ejercicio de la actividad de las En-
tidades de Dinero Electrónico, y, en particular,
para el establecimiento de su capital inicial mí-
nimo, exigencias de recursos propios permanen-
tes, régimen de inversiones, así como las limita-
ciones a sus actividades comerciales. Décimo. El
apartado 2 del artículo 28 de la Ley 26/1988,
de 29 de julio, sobre Disciplina e Intervención de
las Entidades de Crédito, queda redactado del si-
guiente modo:

"2. Se entenderán, en particular, reservadas a
las entidades de crédito:

La actividad definida en el párrafo a) del
apartado 1, del artículo 1 del Real Decreto le-
gislativo 1298/1986, de 28 de junio, sobre
adaptación del Derecho vigente en materia de
entidades de crédito al de las Comunidades
Europeas. 

La captación de fondos reembolsables del pú-
blico, cualquiera que sea su destino, en forma de
depósito, préstamo, cesión temporal de activos
financieros u otras análogas que no estén sujetas
a las normas de ordenación y disciplina del mer-
cado de valores. 

La actividad comercial de emitir dinero elec-
trónico."

Undécimo. El artículo 1 del Real Decreto legis-
lativo 1298/1986, de 28 de junio, sobre adap-
tación del Derecho vigente en materia de entida-
des de crédito al de las Comunidades Europeas,
queda redactado de la siguiente forma: "Artícu-
lo 1. Definición. 1. A efectos de la presente dis-
posición, y de acuerdo con la Directiva
2000/12/CE del Parlamento Europeo y del Con-
sejo, de 20 de marzo de 2000, relativa al acce-
so ala actividad de las entidades de crédito y a
su ejercicio, se entiende por "entidad de crédi-
to":

a) Toda empresa que tenga como actividad tí-
pica y habitual recibir fondos del público en for-
ma de depósito, préstamo, cesión temporal de
activos financieros u otras análogas que lleven
aparejada la obligación de su restitución, apli-
cándolos por cuenta propia a la concesión de
créditos u operaciones de análoga naturaleza.
b) Toda empresa o cualquier otra persona jurí-
dica, distinta de la recogida en el párrafo a) an-
terior que emita medios de pago en forma de di-
nero electrónico. 2. Se conceptúan entidades de
crédito:

a) El Instituto de Crédito Oficial. b) Los Bancos.
c) Las Cajas de Ahorros y la Confederación Es-
pañola de Cajas de Ahorros. d) Las Cooperati-
vas de Crédito. e) Los Establecimientos Finan-
cieros de Crédito. f) Las Entidades de Dinero
Electrónico."12


